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Sumario:

A través del presente artículo, el autor desarrolla una controvertida posición que habilitaría la interposición de una demanda de hábeas data contra lo resuelto en un proceso similar que ostenta el grado de cosa juzgada, argumentando que tal procedencia se sustenta en la vulneración del libre acceso a la información y a los derechos protegidos a través de la autodeterminación informativa.

Marco normativo:

Constitución Política: artículos 1, 2 incisos 5 y 6, 139 y 200 inciso 3.

Código Procesal Constitucional: artículos II, 4, 5 inciso 5, 61 y 65.

I. CUESTIONES PREVIAS
Conforme a información disponible en el portal electrónico del Tribunal Constitucional
 (TC), este organismo había expedido tan solo ciento 192 resoluciones o sentencias sobre procesos de hábeas data (HD). Este número palidece ante las aproximadamente 32297 expedidas en el proceso de amparo, 6191 de cumplimiento y 5631 de hábeas corpus
. En el caso de los procesos de inconstitucionalidad y de competencia, las cifras son menores,  217 y 43 respectivamente, resultados justificados al ser procesos restringidos a la intervención de ciertas autoridades.
El bajo número de resoluciones o sentencias expedidas por el colegiado en procesos de hábeas data no se condice con su objeto de protección, consagrado en el artículo 200.3 de la Constitución y desarrollado tanto en los incisos 5 y 6 del artículo 2 del Texto, como en el artículo 61 del Código Procesal Constitucional (CPCo.)
1. Acceso a la información pública
Más allá de su consagración en el artículo 2.5 de la Constitución
, el acceso a la información pública es un componente esencial del régimen democrático, ya que al promover su difusión, se genera la formación del pensamiento y de la opinión, en tanto concreción de la dignidad que cultiva la dimensión intelectual del ser humano, haciendo posible el ejercicio de las libertades informativas reconocidas en el artículo 2.4 de la Carta Magna, constatándose a través de la libertad de expresión, la dimensión colectiva del acceso a la información pública, pues “de esta forma se favorece la transparencia de la función pública y afianzamiento del sistema democrático”
.
Asimismo, el libre acceso comporta que la solicitud sea realizada sin expresión de causa, es decir, no existe la obligación del solicitante de exteriorizar la razón por la que requiere la información. Ello se fundamenta en que la expresión de motivos no es un elemento determinante para la entrega de la información, ya que al nacer este derecho de la voluntad de la persona y al sustentarse este derecho en el carácter democrático del Estado, las razones de la solicitud devienen en irrelevantes, no pudiendo ingresar la autoridad a cuestionar el pedido sobre la base de elementos meramente subjetivos, que responden a motivos estrictamente personales del requirente. 

El artículo 61.1 del CPCo.
 es preciso en señalar los distintos tipos de soporte en que se encuentre contenida la información; sin embargo, dicha lista no debe ser interpretada restrictivamente, pues teniendo en cuenta el incesante avance de la ciencia, será posible que, a corto plazo, la información sea registrada en nuevos soportes, lo cual no deberá representar un obstáculo para el ejercicio del libre acceso
. 
Por otro lado, y sustentado en la afirmación que incluso los derechos fundamentales pueden ser objeto de restricción, el libre acceso a la información pública tiene determinados límites
, que han sido desarrollados a través del artículo 15 de la Ley Nº 27927, que modifica la Nº 27806, circunscribiéndolos a informaciones secretas (que comprenden el ámbito militar y de inteligencia), reservadas (dentro de la esfera policial y de relaciones exteriores) y confidenciales (referidas a intimidad, secreto bancario y reserva tributaria, entre otros). 
2. Autodeterminación informativa

Resguardada a través de la cláusula 2.6 de la Constitución
, la autodeterminación informativa es el atributo que “se circunscribe a garantizar que la información o los datos de la persona no puedan ser utilizados en detrimento de su intimidad”
, a través de la manipulación de los datos contenidos en los ordenadores electrónicos. Así, la intimidad se convierte en primer fundamento que soporta a la autodeterminación informativa, al tutelar este derecho “una zona ajena a los demás en que tiene uno derecho a impedir intrusiones y donde queda vedada toda invasión alteradora del derecho individual a la reserva, la soledad o el aislamiento, para permitir el libre ejercicio de la personalidad moral que tiene el hombre al margen y antes de lo social”
. De igual manera, la autodeterminación informativa busca tutelar la reputación, al proteger este derecho la proyección de la imagen del ser humano, lo cual incidirá en el resguardo de la dignidad de aquel que pudiera verse afectado con la posible difusión de información personal. 

A diferencia de lo que ocurre con el libre acceso a la información pública, las garantías que se desprenden de la autodeterminación informativa superan el ámbito del sector estatal, adecuándose a la necesidad de proteger la intimidad, reputación y, finalmente, la dignidad de aquella persona que pudiera verse afectada a través de la difusión de datos personalísimos contenidos en bases de datos de entidades privadas, que no satisfarían la consecución de una finalidad constitucional. La extensión de la tutela a los bancos de información privada se desprende del primer párrafo del artículo 61.2 del CPCo.
, el mismo que es explicado por el TC, al considerar que “aun cuando la autodeterminación informativa suponga, prima facie, conocer los datos referidos a la persona con el fin de actualizar, incluir, suprimir o rectificar la información existente en todo tipo de archivos, sean estos públicos o privados, no existe forma de separar el simple acceso (o conocimiento de los datos requeridos) de los propósitos o finalidades perseguidas [por la autodeterminación informativa]”
.
Cabe precisar que la autodeterminación informativa comprende el impedimento y también la supresión de información, entendida esta última como la obligación del encargado de la base de datos de eliminar la información que atenta contra los derechos fundamentales del requirente. Esto se explica al cuestionarse de qué valdría el impedimento de difusión de información personalísima, si es que la entidad seguirá conservando tal información. Dicha conservación, ¿podrá ser considerada vulneradora de los derechos fundamentales? Entendemos que sí, puesto que al estar vedado su uso, deviene en absurdo su conservación, pues cobijaría el potencial peligro que su resguardo pudiera verse violentado, originando una difusión fuera de los conductos regulares de la entidad poseedora de la información.
II. HÁBEAS DATA CONTRA HÁBEAS DATA
Habiendo recordado el ámbito de protección del hábeas data, consideramos necesario ingresar de lleno al objeto de nuestro estudio, no sin antes desarrollar, a la luz de la jurisprudencia constitucional, la procedencia de un proceso constitucional respecto a otro de igual naturaleza, pues ello nos llevará a comprender cabalmente los supuestos que sustentan la procedencia del HD contra HD.
1. Cuestionamiento de un proceso constitucional a través de otro de igual naturaleza. Lineamientos jurisprudenciales
En tanto buscamos una referencia expresa a la existencia de un proceso constitucional contra otro de igual naturaleza, el CPCo., a través del artículo 5.6, realiza la única mención sobre la materia, al establecer que “no proceden los procesos constitucionales cuando se cuestione una resolución firme recaída en otro proceso constitucional”. ¿Cómo debe ser comprendida esta cláusula? ¿Es acaso aplicable a todos los procesos constitucionales?
Pues bien, dicho artículo debe ser interpretado a la luz del artículo 4 del CPCo., en cuanto dispone la procedencia del amparo y del hábeas corpus contra resoluciones judiciales firmes en los que se haya vulnerado la tutela procesal efectiva
, derecho continente que agrupa a los principios-derechos que deben regir la administración de justicia, consagrados en el artículo 139 de la Constitución. Cabe entonces la posibilidad que las ilegales resoluciones judiciales firmes, en tanto vulneran derechos procesales, se produzcan al interior de un proceso constitucional, escenario que ha sido previsto por el artículo 4 del CPCo. y por la jurisprudencia constitucional.
En lo que respecta al proceso de amparo, el TC estableció los siguientes criterios de procedencia de amparo contra amparo:

“a) solo podrá operar en aquellos supuestos en que la violación al debido proceso resulte manifiestamente evidente (…)

b) (…) se han agotado la totalidad de los recursos que le franquea la ley al justiciable (…)

c) solo debe centrarse en aspectos estrictamente formales del debido proceso, excluyendo toda posibilidad de análisis sobre el fondo controvertido en el proceso constitucional cuestionado;

d) (…) contra sentencias constitucionales definitivas, siempre que aquellas no tengan carácter favorable a la parte actora (…)
e) (…) cuando se trate de resoluciones emitidas en procesos constitucionales provenientes del Poder Judicial y no del Tribunal Constitucional, toda vez que este es el Intérprete Supremo de la Constitución y se pronuncia sobre los procesos constitucionales de defensa de derechos amenazados o vulnerados, por lo que deviene en imposible que sus resoluciones sean inconstitucionales”
.

En lo que concierne a la procedencia del hábeas corpus contra hábeas corpus, el TC ha señalado que “[e]l Código [Procesal Constitucional] (…) ha referido exclusivamente al caso de los hábeas corpus contra resoluciones (acciones) judiciales firmes recaídas en otro proceso constitucional”
. Esta cita se complementa en el entendimiento que “[a]unque ciertamente se trata de un proceso de hábeas corpus contra otro proceso de hábeas corpus, y es, por tanto, atípico en sus alcances, sus características, empero, son bastantes particulares, quedando claro que, conforme a las mismas, no existe posibilidad alguna de condicionar su procedencia, por lo menos desde la perspectiva que ofrece el Código [Procesal Constitucional] y que (…) se refiere stricto sensu a la presencia de resoluciones judiciales formalmente emitidas”
.

La jurisprudencia emanada del TC no coloca otros ejemplos de procedencia de procesos constitucionales contra otros de igual naturaleza; sin embargo, ello no obsta que futuras investigaciones pudieran determinar su procedencia. En lo que a nosotros compete, creemos oportuno dirigir nuestro enfoque al estudio del tema que nos congrega.

2. Supuestos de procedencia de HD contra HD
Del ámbito de acción del HD se desprenden los supuestos frente a los cuales procederá la interposición de esta demanda.
2.1. HD contra HD que solicitó acceso a información pública: Preservación de la autodeterminación informativa
Tal como establecen los artículos 2.5 de la Constitución y 61.1 del CPCo., aquella persona que haya visto restringido el acceso a información que obra en poder de una entidad pública, se verá legitimado a interponer una demanda de HD, siempre y cuando haya cumplido con agotar la vía administrativa
. En este caso, se requerirá a través de documento de fecha cierta el acceso a la información, debiéndose aguardar dentro de los diez días útiles siguientes a la presentación de la solicitud a que la entidad se pronuncie. En caso que omita hacerlo o se ratifique en el impedimento de acceso, el solicitante se verá habilitado para interponer la correspondiente demanda ante el juez civil o mixto de la localidad de su domicilio principal o de donde se vulneró su derecho. En caso que el agotamiento de la vía previa pudiese originar un daño irreparable, el requirente deberá acreditar dicha situación a fin de recurrir directamente al juez civil o de primera instancia.
a. Vulneración de la dignidad como sustento de la autodeterminación informativa

Ahora bien, puede darse el caso que aun cuando la demanda sea declarada fundada, esta pudiese originar algún perjuicio sobre una tercera persona, debido a que, paradójicamente, a través de la orden declarada de acceso a la información se estuviera comprometiendo determinados datos sensibles respecto a individuos que no fueron objeto de la controversia original.
Así, el juzgador podría pasar por alto una serie de derechos fundamentales que se verían menoscabados a través del libre acceso a la información requerida. Uno de ellos, es la dignidad, inherente al ser humano, en tanto “la persona humana no pierde su derecho a la dignidad por el hecho de encontrarse en una determinada circunstancia económica, social, religiosa, cultural, educativa, [etc]”
, mucho menos frente a una declaración judicial, la misma que, si bien pudo fundarse en derecho, pudo haber pasado por alto prever los efectos de su declaración, afectando, como en el esquema propuesto, a terceros. En este caso nos encontramos frente a una colisión de derechos: el acceso a informaciones públicas (art. 2.5 de la Constitución) y dignidad (artículo 1). ¿Cómo se puede resolver este conflicto? Entendemos que a través de la ponderación entre ambos derechos, pues, como se recuerda, ningún derecho es absoluto
. Por lo tanto, habría que sopesar entre preferir el acceso a la información declarada por una resolución firme o salvaguardar la dignidad de seres humanos. La respuesta en este caso resulta ser evidente, ya que a través de la medida restrictiva, que se espera obtener a través del HD contra HD, se va a justificar “la necesidad de preservar, proteger o promover un fin constitucionalmente valioso”
, cual es la dignidad. Lo dicho se ve reforzado si es que tenemos en cuenta que ha sido el propio TC quien ha reafirmado el concepto que sustenta la existencia misma de los derechos esenciales, al considerar que “[l]a dignidad humana (…) es el presupuesto jurídico de la existencia de todos los derechos fundamentales. La persona humana no puede ser concebida como un medio, sino como un fin en sí mismo; de allí que su defensa constituya el fin supremo que debe inspirar todos los actos estatales”
.
A fin que nuestra propuesta de HD contra HD, en el que se solicita la restricción del derecho declarado al acceso a la información pública, prospere, nos amparamos en la jurisprudencia del TC, en cuanto desarrolla el test de proporcionalidad en la limitación de derechos. Dicho test se realiza a través de tres subprincipios:

1. Subprincipio de idoneidad o de adecuación: “De acuerdo con este, toda injerencia en los derechos fundamentales debe ser idónea o capaz para fomentar un objetivo constitucionalmente legítimo. En otros términos, este subprincipio supone dos cosas: primero, la legitimidad constitucional del objetivo; y, segundo, la idoneidad de la medida”
.

En este caso, la injerencia (restricción a la orden de acceso a la información pública) es el mecanismo adecuado para propiciar un objetivo constitucional (respeto de la dignidad humana). De esta manera, se aprecia una correlación “medida-objetivo” (restricción-dignidad).

2. Subprincipio de necesidad: “Significa que para que una injerencia en los derechos fundamentales sea necesaria, no debe existir ningún otro medio alternativo que revista, por lo menos, la misma idoneidad para alcanzar el objetivo propuesto y que sea más benigno con el derecho afectado. Se trata de una comparación de la medida adoptada con los medios alternativos disponibles, y en la cual se analiza, por un lado, la idoneidad equivalente o mayor del medio alternativo; y, por otro, su menor grado de intervención en el derecho fundamental”
.

Se dijo que la restricción que se espera conseguir a través del HD contra HD es idónea, pero ¿es necesaria la restricción? Creemos que sí, en tanto no existe otro mecanismo a través del cual se protegerá la dignidad de aquellas personas cuya información se encuentra documentada en la información a la que se tiene acceso a raíz del amparo del HD. Pero al cuestionarnos si la restricción es la medida más benigna con el acceso a la información, caemos en cuenta que una restricción total no resultaría ser del todo necesaria, pues la necesidad de preservar la dignidad de terceras personas se desprende de la información contenida en la documentación que pudiera relacionarlos con determinada esfera de su vida. Por lo tanto, la necesidad se justificará en tanto sea proporcionada, es decir, deberá ser constatada en cada caso, pues podrá darse la situación ante la cual no deba restringirse totalmente el acceso a la información, sino parcialmente, es decir, obviar cualquier tipo de alusión a terceras personas que pudiera originar el menoscabo de su dignidad, preservándose el resto de la información. A través de este razonamiento, se obtendrá un punto medio en el cual cada quien obtendrá lo que anhela. Por un lado, el recurrente a través del HD que solicitó el acceso y, por otro, aquel que a través del HD contra HD solicitó que no se proporcionen datos sobre él en la información que estará a disposición del solicitante o del público en general. Pero, por otro lado, podría darse la situación en la que la identificación de las personas es aquella información que sustenta el contenido de los datos requeridos, que el juzgador deberá optar por la preservación de la identidad en tanto se vulnera la dignidad de aquellos, restringiéndose totalmente, en este caso, el acceso a la información, aunque esta haya sido obtenida como consecuencia de una resolución que declaró fundado el pedido de acceso.
3. Subprincipio de proporcionalidad stricto sensu: “Según el cual, para que una injerencia en los derechos fundamentales sea legítima, el grado de realización del objetivo de intervención debe ser por lo menos equivalente o proporcional al grado de afectación del derecho fundamental. Se trata, por tanto, de la comparación de dos intensidades o grados: la realización del fin de la medida examinada y la afectación del derecho fundamental”
.
Esto se expresa en “cuanto se pierde, cuanto se gana”, es decir, en “tanto” se limita el ejercicio del acceso a la información pública, consagrado en el artículo 2.5 de la Constitución Política, “tanto” se maximiza el goce de la dignidad, reconocido en el artículo 1, más aún si tenemos en cuenta que a través de este derecho se reafirma el carácter de Estado social y democrático de derecho, desprendido de una interpretación sistemática de los artículos 3 y 43 de la Carta Magna, al considerarse que “la dignidad de la persona supone el respeto del hombre como fin en sí mismo, premisa que debe estar presente en todos los planes de acción social del Estado suministrando una base constitucional a sus políticas, pues en el Estado social el respeto a la dignidad se refiere esencialmente a lograr una mejor calidad de vida de las personas. Consecuentemente, en sede jurisdiccional ningún análisis puede desarrollarse sin verificar el respeto a la dignidad del hombre, tanto en la actuación del Estado como en la de los particulares”
. 

De esta manera, se corrobora que la alternativa planteada por el HD contra HD, en tanto protege el ejercicio de la dignidad humana, es el mecanismo que resulta ser adecuado, idóneo y proporcional, ya que asegura el resguardo del derecho fundamental sobre el cual se sustentan los demás de su clase. 
b. Vulneración de la intimidad como sustento de la autodeterminación informativa

“[U]na cosa es limitar o restringir el ejercicio de un derecho constitucional, y otra, muy distinta, suprimirlo. La limitación de un derecho no comporta su supresión, sino solo el establecimiento de las condiciones dentro de las cuales deberá realizarse su ejercicio”
. En esta cita jurisprudencial podemos sustentar lo que hemos venido desarrollando respecto a la finalidad del HD contra HD, pues la restricción planteada a través de esta demanda tendría como finalidad garantizar el ejercicio de derechos que se verían afectados por la difusión de determinados datos preservados en bancos públicos de información.
Así, derechos derivados de la dignidad, como la intimidad o la reputación serían objeto de vulneración en caso que a través de un HD se autorice la entrega de información pública que contenga información que llegara a menoscabar esos derechos.
En lo que concierne a la intimidad como sustento de la autodeterminación informativa, el TC ha considerado que “determinadas manifestaciones del derecho a la intimidad no importan conservar en conocimiento privativo del titular la información a ella relativa, sino tan solo la subsistencia de un ámbito objetivo de reserva que, sirviendo aun a los fines de la intimidad en tanto derecho subjetivo constitucional, permitan mantener esa información reservada en la entidad estatal que corresponda, a fin de que sea útil a valores supremos en el orden constitucional, dentro de márgenes de razonabilidad y proporcionalidad”
. 

De esta manera, se demostraría la vulneración de la intimidad cuando a partir de una resolución judicial firme se ordena el acceso a determinada información en la que se hayan registrados datos que conciernen a la esfera más íntima de terceras personas, menoscabándose, de esta manera, un derecho personalísimo e íntimamente vinculado a la dignidad humana. Por lo tanto, somos de la opinión que en este caso cabe ponderar ambos derechos: por un lado, el libre acceso a la información y, por otro, la preservación de la intimidad. En un Estado social y democrático de derecho, el ejercicio del libre acceso a la información pública no podrá estar legitimado en cuanto vulnere otro derecho fundamental, más aún si es que el menoscabado responde a la agresión que se ejecutaría respecto a un fuero sobre el cual terceros no deben tener acceso. En este caso, opinamos que a través de la interposición de un HD contra HD no solo debería demandarse la restricción a dicha información, sino además el “derecho al olvido”, es decir, la eliminación de la base de datos de aquella información que constituye un potencial peligro, pues su sola existencia constituye una amenaza a informaciones personalísimas.
A través de nuestra propuesta, se estaría protegiendo el contenido esencial del derecho a la intimidad, sobre el que “cabe la distinción entre aquella esfera protegida que no soporta limitación de ningún orden (contenido esencial del derecho), de aquella otra que permite restricciones o limitaciones, en tanto estas sean respetuosas de los principios de razonabilidad y proporcionalidad (contenido ‘no esencial’)”
. Así, tal como se ha desarrollado en el caso de la dignidad, se podría aplicar el test de proporcionalidad a fin de acreditar que la medida propuesta sería la más adecuada, idónea y proporcional, pues a través de ella se estaría preservando el contenido esencial del derecho a la intimidad personal, en la que ciertamente incide el resguardo de la dignidad.
c. Vulneración de la reputación como sustento de la autodeterminación informativa

Ahora bien, la autodeterminación informativa perseguida a través del HD contra HD protege otros derechos, como el honor, resguardado a través de la cláusula consagrada en el artículo 7 de nuestra Constitución, en el sentido que dicho derecho puede ser observado desde dos perspectivas. Una de ellas, el honor interno, es aquella percepción que cada persona tiene de sí mismo, reflejo que en este caso se vería condicionado a las consecuencias que podría originar que a través de un HD se haya permitido que determinado individuo tuviera acceso a información que al ser íntima, termina por vulnerar su dignidad y su honor, tanto más si el propio TC ha reconocido que este derecho se encuentra “estrechamente vinculado con la dignidad de la persona; [siendo] su objeto proteger a su titular contra el escarnecimiento o la humillación, ante sí o ante los demás, e incluso frente al ejercicio arbitrario de las libertades de expresión o información”
.

La otra perspectiva del honor es constatada a través de su dimensión externa, “que es la percepción que tienen los demás respecto a los valores y virtudes de (…) [una] persona”
. En este caso nos estamos refiriendo a la reputación, que no es otra cosa que la percepción que las demás personas tienen de nosotros mismos, percepción originada por una serie de factores, tanto positivos, como negativos. Así, el libre acceso a información pública ordenado a través de un HD no solo puede originar el menoscabo de la intimidad y de la dignidad, sino también la vulneración de nuestra reputación, ya que al accederse a información que contiene datos personalísimos, se permite el acceso de esta información a terceros quienes pueden adoptar una imagen negativa respecto a nosotros, generándose así nuevas situaciones en las cuales veremos afectados otros derechos, tales como la igualdad, al encontrarnos frente a potenciales situaciones discriminatorias, en las que seamos objeto de diferenciaciones ilegítimas sobre la base del mal concepto generado en los demás a raíz del acceso que terceros tuvieron sobre informaciones personalísimas contenidas en acervos públicos. El sustento del HD contra HD, en tanto solicitamos la restricción al acceso determinado por una resolución a informaciones públicas, recae nuevamente en el concepto de dignidad, más aún si el propio TC considera que “el fundamento último del reconocimiento del derecho a la buena reputación es el principio de dignidad de la persona, del cual el derecho en referencia no es sino una de las muchas maneras como aquella se concretiza. El derecho a la buena reputación, en efecto, es en esencia un derecho que se deriva de la personalidad y en principio se trata de un derecho personalísimo. Por ello, su reconocimiento (y la posibilidad de tutela jurisdiccional) está directamente vinculada con el ser humano”
.
Ahora bien, se puede cuestionar nuestra posición al considerarse la imposibilidad que el acervo estatal resguarde información atentatoria contra la dignidad y la intimidad, cuestionamiento que tomamos como una presunción fácilmente desdeñable, en tanto la experiencia de los últimos años nos demuestra prácticas sistemáticas de intromisión en la vida privada de determinados personajes, a través de conductas tales como el registro de llamadas telefónicas y la interceptación de comunicaciones, entre otras. 
Podría darse el caso que un particular solicite determinada información pública, requerimiento totalmente permitido por nuestro ordenamiento (siempre y cuando no afecte la intimidad, la seguridad nacional u otro bien protegido por determinada ley). En caso que la autoridad encargada de tal información se negara y el ciudadano agotara la vía administrativa, este se encontrará habilitado para interponer la demanda de HD. De ser fundada la demanda a través de una resolución firme, aquella persona tendría acceso a la información, sin haberse previsto, por ella o por el juzgador, que en esta descansan datos provenientes de injerencias a esferas de la vida privada, tales como interceptación de comunicaciones telefónicas o electrónicas. Por lo tanto, en caso que un tercero tome conocimiento que se ha puesto a disposición información en la que se consignen informaciones privadas sobre su persona se encontrará legitimada para requerir a la autoridad encargada de la documentación que se restrinja el acceso, aún así la permisión haya sido ordenada por un juez. En caso que su solicitud no sea atendida, podrá interponer una demanda de HD contra el HD que autorizó el acceso a la información, argumentando que a través de la permisión se están vulnerando derechos sustentados en la dignidad.
2.2. HD contra HD que solicitó restricción a información: Ejercicio del libre acceso a información pública

Ahora bien, podría darse una situación distinta a la descrita. Este se configuraría de la siguiente manera: Habilitado por el artículo 61.2 del CPCo., determinada persona interpone un HD
 con el objeto que se restrinja el acceso a información contenida en un acervo público o privado, pues a través de su libre acceso se vulnera su dignidad, intimidad, reputación o derecho a la vida privada. En caso que el proceso llegue a segunda instancia y la demanda sea declarada fundada, nos encontraremos frente a una resolución judicial firme que ordena, sobre la base de la autodeterminación informativa, contemplada en el artículo 2.6 de la Constitución, restringir el acceso a los datos que resultan nocivos al interés del recurrente.
Pero existiría la posibilidad que una tercera persona tomara conocimiento de esta restricción y de acuerdo a su entendimiento, la restricción deviene en ilegal, puesto que considera que ninguno de los derechos fundamentales derivados de la dignidad se ven vulnerados a través del libre acceso a la información, por lo que en su opinión, la restricción ordenada no satisface los subprincipios del test razonabilidad, por las razones que desarrollaremos a continuación:
1. Subprincipio de idoneidad o de adecuación: A través de este juicio, se determinará si la restricción es la medida adecuada para conseguir un objetivo legítimo. En este caso, el objetivo constitucional será la preservación de bienes protegidos por nuestro ordenamiento, tales como la dignidad o la seguridad nacional. Pero podría darse el caso en que la medida adoptada a través de la restricción no es del todo adecuada pues estaría privando a la población de datos vitales para recabar información útil para la consecución de objetivos propios, en tanto estos no colisionen con los bienes perseguidos por la restricción. Asimismo, el acceso a la información podría coadyuvar a la construcción de la historia del país, en tanto se difundirían datos de interés colectivo, los mismos que ayudarían a la consolidación del Estado social y democrático de derecho. Entonces, ¿qué argumento podría adoptarse para impedir la restricción a la información? Entendemos que debería argumentarse que si bien la información restringida contiene determinados datos que podrían involucrar el menoscabo de la dignidad o de la seguridad nacional, la restricción no sería la medida idónea, pues a través de la determinación judicial adoptada en el proceso de HD se está excluyendo de manera total el acceso a la información. Por lo tanto, al momento de interponer el HD contra HD se deberá plantear que el contenido esencial de la información no se verá afectado, pues aún cuando se restrinjan ciertos datos personales relativos a la intimidad o a la seguridad nacional, los datos preservados guardarán coherencia y serán útiles, por lo cual la utilidad de aquella información se verá corroborada.
2. Subprincipio de necesidad: ¿Es necesaria la restricción total de la información para preservar los bienes constitucionalmente protegidos? A nuestro entender, esta pregunta deberá ser resuelta sobre la base de los elementos que configuren cada caso, en los cuales se deberá evaluar la magnitud de la restricción, debiéndose constatar si es que la medida era la única que podía brindar protección a la dignidad, intimidad, vida privada o seguridad nacional o si es que existían otras medidas que de ser adoptadas pudiesen preservar la libre disposición de la información contenida en base de datos públicos o privados. Como hemos venido planteando, la restricción total será posible en tanto la supresión de los datos traiga como consecuencia la inutilidad de la información; caso contrario, consideramos que se podrá poner a disposición de cualquier persona la información que ha sido objeto de una restricción parcial, pues a través de dicha medida se estarán preservando dos intereses: por un lado, el respeto de los derechos protegidos a través de la autodeterminación informativa y, por otro, el libre acceso a la información pública.
3. Subprincipio de proporcionalidad stricto sensu: “[P]ara que una injerencia en los derechos fundamentales sea legítima, el grado de realización del objetivo de esta debe ser por lo menos equivalente o proporcional al grado de afectación del derecho fundamental, comparándose dos intensidades o grados: el de la realización del fin de la medida examinada y el de la afectación del derecho fundamental”
. Como se dijo, “tanto se pierde, tanto se gana”. Tanto se pierde en la restricción al libre acceso a la información contenida en base de datos públicos o privados, tanto se gana en la preservación de la dignidad, seguridad nacional y demás derechos, en la medida que la restricción sea idónea y necesaria, lo que justificará la restricción total en el caso que la información perdiera utilidad al suprimirse los datos resguardados por la autodeterminación informativa. En caso que resulte todavía útil incluso cuando se suprima la información relativa a la dignidad o seguridad nacional, la injerencia justificará la proporcionalidad de la medida al permitir que ambos intereses, autodeterminación informativa y acceso a la información, se vean satisfechos.
3. Situación del HD que es cuestionado
La experiencia desarrollada en el AA vs. AA y HC vs. HC. parecería llevarnos a la conclusión que de los artículos 4 y 5.6 del CPCo. se desprende que las demanda constitucional contra un proceso de la misma naturaleza procedería siempre y cuando se constataran las siguientes condiciones:
a. Existencia de una resolución judicial firme.
b. Vulneración a la tutela procesal efectiva.

c. Se excluya cuestionamientos de fondo.

3.1. HD contra HD derivado de una resolución judicial firme
La firmeza es aquel elemento que se erige como garantía de inmutabilidad de una resolución, ya que impide la interposición de cualquier medio impugnatorio contra ella, debido a que esta es definitiva, es decir, ha alcanzado la categoría de cosa juzgada. Consagrada en el artículo 139.13 de la Constitución
, “mediante el derecho a que se respete una resolución que ha adquirido la autoridad de cosa juzgada se garantiza el derecho de todo justiciable, en primer lugar, a que las resoluciones que hayan puesto fin al proceso judicial no puedan ser recurridas mediante medios impugnatorios, ya sea porque estos han sido agotados o porque ha transcurrido el plazo para impugnarla; y, en segundo lugar, a que el contenido de las resoluciones que hayan adquirido tal condición, no pueda ser dejado sin efecto ni modificado, sea por actos de otros poderes públicos, de terceros o, incluso, de los mismos órganos jurisdiccionales que resolvieron el caso en el que se dictó”
.
Tal como señala el artículo 4 del CPCo., se desprende que determinados procesos constitucionales (AA y HC) proceden cuando a través de una resolución judicial firme se vulnere la tutela procesal efectiva. Consideramos que la redacción adoptada por el legislador obedece a una constatación de ciertas irregularidades en nuestra administración de justicia, que se evidencian cuando se ejecutan resoluciones judiciales que poseen el carácter de cosa juzgada. Ello ha sido considerado por nuestro TC al tener en cuenta que “en el procedimiento de ejecución de sentencia –en cualquier tipo de proceso jurisdiccional-, también deben respetarse los derechos fundamentales, así como las garantías de la administración de justicia, principalmente, el relativo al principio de cosa juzgada, la que no puede ser modificada durante su ejecución”
.
Lo dicho es aplicado en el caso del HD contra HD, pues como se ha venido explicando, puede darse el caso en que el juez que resolvió el proceso de HD no haya tenido en cuenta que los efectos de su sentencia han vulnerado derechos protegidos por la autodeterminación informativa o han restringido el libre acceso a la información pública, por lo que el HD contra HD sería el mecanismo propicio para cuestionar lo resuelto en el primer proceso constitucional. Así, el demandante podrá alegar la serie de fundamentos que hemos expuesto a lo largo del presente estudio, a fin de crear convicción en el juzgador. Debe quedar claro que a través de este nuevo proceso no se pretende la evaluación de cuestiones de fondo, sino la tutela de los derechos que vienen siendo agraviados como consecuencia de la ejecución de la sentencia. Por ello planteamos que una vez admitida a trámite la demanda, el recurrente interponga una medida cautelar, a fin de evitar que los efectos contenidos en la resolución derivada del primer proceso de HD se lleguen a materializar o, en todo caso, restringir la ejecución, solicitando la devolución de la información entregada o poniendo a disposición del usuario el acceso a la información restringida.
Ahora bien, qué sucede si es que una persona desea cuestionar a través de este proceso un HD que se encuentra en trámite. De acuerdo a la experiencia jurisprudencial, el cuestionamiento no sería posible en tanto no se cuente con una resolución firme de la cual se desprenda la ejecución de lo adoptado en la decisión judicial. A diferencia de lo que sustentamos en un anterior artículo
, consideramos que frente al eventual cuestionamiento de un HD en trámite no se acredita el perjuicio ni mucho menos la amenaza cierta y de inminente realización del acceso a la información o de la protección a la autodeterminación informativa. Lo dicho debe ser comprendido en tanto el recurrente en el primer proceso de HD no haya interpuesto ni ejecutado una medida cautelar; en caso contrario, creemos que sí sería posible cuestionar a través de un HD un HD en trámite, habida cuenta que nos encontramos frente a una resolución que ha causado perjuicio, ya que al haberse ejecutado lo solicitado a través de la medida cautelar, el tercero ve afectado los derechos que reclama en el nuevo proceso de HD. En este caso consideramos legítimo el interés del tercero, debiendo encontrar su pedido eco en el operador judicial, el que deberá ponderar adecuadamente los argumentos esgrimidos por quien además de haber interpuesto una demanda de HD contra el HD en trámite, puede, a su vez, interponer una medida cautelar a fin de paralizar la ejecución de la medida dispuesta. 
La procedencia de la demanda frente a un proceso en trámite, siempre y cuando medie la ejecución de una medida cautelar, podría verse reforzada al encontrarnos frente a una medida cautelar inimpugnable, es decir, que posee la calidad de firmeza. Contrario a lo que pudiese pensarse, a pesar que las medidas cautelares corren una suerte de accesoriedad respecto al proceso principal, estas se vuelven firmes cuando se han agotado todos los medios impugnatorios que pueden interponerse contra ellas. Así lo ha dispuesto el TC, al considerar que “[l]a categoría de resolución firme, debe ser comprendida al margen del trámite integral del proceso, pues ello permite que incluso un auto, y no solo la sentencia que pone fin al proceso, puedan merecer control por parte del juez constitucional. La condición es, en todo caso, que su trámite autónomo (y la medida cautelar tiene una tramitación autónoma) haya generado una decisión firme, esto es, una situación procesal en la que ya no es posible hacer prosperar ningún otro recurso o remedio procesal que logre revertir la situación denunciada”
. Agrega, “[n]o es pues la naturaleza provisional o transitoria del acto o resolución judicial lo que determina que prospere o no una garantía constitucional (…), sino en todo caso, la constatación de que se ha afectado de modo manifiesto alguno de los contenidos constitucionales protegidos a través de los procesos constitucionales, y que, el afectado con tales actos o resoluciones, haya agotado los medios procesales de defensa o impugnación”
.
3.2. HD contra HD derivado de la vulneración de los derechos fundamentales sustantivos. ¿Qué sucede con la tutela procesal efectiva?

Si es que damos una lectura literal al artículo 4 del CPCo., podríamos creer que la interposición de un HD contra HD habría de sustentarse, tal como dispone el citado artículo respecto a la AA y HC, en la vulneración a la tutela procesal efectiva.

Un análisis más profundo nos hace caer en cuenta que el objeto del HD no es el cuestionamiento del debido proceso, ya que como ha señalado el artículo 200.3 de la Constitución, esta garantía se dirige a la protección de los derechos consagrados en sus artículos 2.5 y 2.6. Entonces, ¿cuál sería el mecanismo propicio para evaluar la vulneración a la tutela procesal efectiva dentro de un HD? A nuestro entender, sería la AA, en tanto el mencionado artículo del CPCo. lo habilita a cuestionar la vulneración a la tutela procesal efectiva proveniente de resoluciones judiciales, sin especificar de qué clase de procesos, lo que se ve reforzado en lo dispuesto por el artículo 64 del CPCo., al establecer que “el procedimiento de hábeas data será el mismo que el previsto por el presente Código para el proceso de amparo”. Por lo tanto, si esta cláusula habilita una aplicación supletoria del AA ante cualquier vacío normativo respecto al HD, ¿será aplicable lo dispuesto por el artículo 4 del CPCo.?, porque de ser así, y habiendo determinado la imposibilidad de interponer un HD contra HD por vulneración a la tutela procesal efectiva, nos veríamos imposibilitados de cuestionar un proceso de esta naturaleza a través de una demanda de la misma naturaleza. 

Si es que revisamos el Título Preliminar del CPCo., observaremos que su artículo II consagra como fines de los procesos constitucionales a “garantizar la primacía de la Constitución y la vigencia efectiva de los derechos constitucionales”. Así, pues, los derechos fundamentales comprenden “tanto los presupuestos éticos como los componentes jurídicos, significando la relevancia moral de una idea que compromete la dignidad humana y sus objetivos de autonomía moral, y también la relevancia jurídica que convierte a los derechos en norma básica material del Ordenamiento, y es instrumento necesario para que el individuo desarrolle en la sociedad todas sus potencialidades. Los derechos fundamentales expresan tanto una moralidad básica como una juridicidad básica”
. Esta cita explica el importante sitial que ocupan los derechos fundamentales dentro de nuestro ordenamiento, más aún dentro de la Constitución, al haber sido comprendidos dentro del primer capítulo de este Texto, lo que revela la trascendencia que su protección origina en el respeto mismo de la Carta Magna. Así las cosas, ¿podremos obviar la protección de derechos fundamentales vulnerados a través de otro proceso constitucional que, a pesar de haber respetado la tutela procesal efectiva, ha resultado contrario al espíritu que inspira a nuestra Constitución al haber socavado la esencia misma de importantes derechos fundamentales? A nuestro entender no, pues una interpretación armónica de la Constitución nos lleva a la conclusión que a través del artículo 1 y 139 de la Carta Magna se determina que la administración de justicia habrá de respetar la dignidad del ser humano, presupuesto indispensable para el ejercicio de los demás derechos fundamentales, más aún si es que tenemos en cuenta que el propio TC ha señalado que a pesar que “cualquiera de las resoluciones emitidas en un proceso judicial adquiere calidad de cosa juzgada, (…) la judicatura constitucional solo podrá intervenir cuando haya vulneración de los derechos fundamentales de los litigantes”
. 

Se constata entonces que la inmutabilidad de la cosa juzgada cederá cuando se haya menoscabado el contenido de cualquier derecho fundamental, no solo de aquellos de naturaleza procesal englobados dentro de la categoría de tutela procesal efectiva, sino también de aquellos sustantivos, como es en el caso de los consagrados en los artículos 2.5 y 2.6 de la Constitución Política del Estado.
Lo dicho se colige por la reciente sentencia expedida en el caso Apolonia Ccollcca Ponce, STC Nº 03179-2004-AA, en tanto el objeto de los procesos constitucionales “es la protección de derechos constitucionales y no el de constituir un remedio procesal que se superponga o sustituya al recurso de casación. En efecto, los procesos constitucionales de tutela de derechos no tienen por propósito, prima facie, verificar si los jueces, en el ejercicio de la potestad jurisdiccional, infringieron normas procedimentales que no incidan en el contenido constitucionalmente protegido del derecho a la tutela procesal (error in procedendo), o, acaso, que no hayan interpretado adecuadamente el  derecho  material  (error  in  iudicando).   Pero  el   juez   constitucional    sí  tiene competencia para examinar dichos errores cuando los mismos son constitutivos de la violación de un derecho fundamental”
, lo que viene a ser complementado en la idea que “el Juez constitucional asume competencia para examinar el juicio ordinario bajo un canon constitucional propio del supremo intérprete de la Constitución. Lo que significa la posibilidad de revisar todo el proceso que va desde el examen del acto lesivo, la validez o no de una norma legal, hasta el valor probatorio de las pruebas; es decir, revisando y reformando constitucionalmente la actuación judicial concreta que sea necesaria para determinar la constitucionalidad de la resolución judicial cuestionada”
.
Así pues, si es que paradójicamente la resolución definitiva de un HD termina por lesionar alguno de los derechos consagrados en los artículos 2.5 o 2.6 de la Constitución, el perjudicado se verá habilitado a la interposición del HD contra HD.
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III. CONCLUSIONES

De las ideas expuestas a lo largo de este informe arribamos a las siguientes conclusiones:

1) Si bien se plantea un caso sui generis de HD en el que solicita la autodeterminación informativa contra un HD en el que se solicita el acceso a la información pública, esta petición se fundamenta en que a través de la resolución definitiva del primer proceso se están vulnerando una serie de derechos, tales como la dignidad, intimidad y reputación de terceros, entre otros. Como se ha tenido ocasión de plantear respecto al caso de la dignidad, la fundamentación del HD contra HD debe estar sustentada en que la restricción es legítima en tanto se sustenta en los subprincipios del test de proporcionalidad, a través de los cuales se corroborará que la restricción es adecuada, idónea y proporcional, ya que maximiza el ejercicio de derechos fundamentales derivados de la dignidad humana, presupuesto indispensable para el ejercicio de los demás derechos esenciales. Ahora bien, como se ha dicho, la restricción podrá ser parcial, en caso que sea posible la disposición de la información ordenada por el primer proceso de HD, cuando la información no se sostenga en los datos íntimos; en caso contrario, de qué valdría que se entregara la información con los datos íntimos suprimidos, si es que de esta manera, dicha información devendría en inútil.
2) Lo mismo sucede en caso que a través de un HD se demande el libre acceso a la información contra un HD que solicitó la restricción de la información, puesto que puede darse el caso en el que la restricción ordenada a través de una resolución judicial firme no supere los subprincipios del test de proporcionalidad, al no haber considerado que la información prohibida puede preservar su validez y, por tanto, su utilidad al suprimirse los datos que pudiesen atentar contra la dignidad, intimidad, reputación, vida privada o seguridad nacional, quedando así expedito el documento de toda injerencia ilegítima, lo cual habilitaría el acceso de cualquier persona a su contenido.
3) Procede la interposición del HD contra HD en caso que la resolución que sustenta la ejecución del primer proceso posea la calidad de cosa juzgada, puesto que tal ejecución determina la interposición del nuevo HD, ya que el agravio se origina al encontrarse habilitado el acceso o la restricción en una resolución firme. De encontrarnos frente a un proceso en trámite, somos de la opinión que procederá su interposición siempre y cuando exista una medida cautelar que haya ordenado la entrega o la restricción a la información, en tanto esta ejecución causa un perjuicio al terceros que interpondría la respectiva demanda de HD.

4) En resumen, no podrá cuestionarse la interposición del HD contra HD argumentándose que en ella no se está evaluando la eventual vulneración a la tutela procesal efectiva, pues, como ya se dijo, esta sería objeto de evaluación a través del proceso de amparo, mas no por medio del HD, cuya acción se dirigiría a tutelar determinados derechos fundamentales sustantivos, cuales son el libre acceso a la información pública y los resguardados por la autodeterminación informativa, consagrados en los artículos 2.5 y 2.6 de la Constitución. Asimismo, no se podría alegar que a través de su interposición se estaría entrando a juzgar consideraciones de fondo, pues a través de este nuevo proceso no se pretende la declaración de un derecho, sino la restitución de los derechos vulnerados a través del primer proceso de HD.
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� Se ha preferido consignar las cifras como “aproximadas” debido a que existe un ligero contraste entre las establecidas en el cuadro general de las recabadas cuando se accede al link que conduce a las estadísticas de cada proceso constitucional.


� “Toda persona tiene derecho a solicitar sin expresión de causa la información que requiera y a recibirla de cualquier entidad pública, en el plazo legal, con el costo que suponga el pedido”.


� MORALES GODO, Juan. “El proceso de hábeas data”. En: Ius et veritas. Nº 32. Revista editada por estudiantes de la Facultad de Derecho de la PUCP. Lima, agosto de 2006. Pág. 272.


� “Toda persona puede acceder [al hábeas data] para acceder a información que obre en poder de cualquier entidad pública, ya se trate de la que generen, produzcan, procesen o posean, incluida la que obra en expedientes terminados o en trámite, estudios, dictámenes, opiniones, datos estadísticos, informes técnicos y cualquier otro documento que la administración pública tenga en su poder, cualquiera que sea la forma de expresión, ya sea gráfica, sonora, visual, electromagnética o que obre en cualquier tipo de soporte material”.


� Así lo ha considerado el artículo 10 de la Ley Nº 27806, de Transparencia y acceso a la información pública, al establecer que “se considera como información pública cualquier tipo de documentación financiada por el presupuesto público que sirva de base a una decisión de naturaleza administrativa, así como las actas de reuniones oficiales”.


� Artículo 2.5 de la Constitución: “Se exceptúan las informaciones que afectan la intimidad personal y las que expresamente se excluyan por ley o por razones de seguridad nacional”.


� “Toda persona tiene derecho a que los servicios informáticos, computarizados o no, públicos o privados, no suministren informaciones que afecten la intimidad personal y familiar”.


� STC Nº 01052-2006-HD, FJ. 2.


� STC Nº 06712-2005-HC, FJ. 39.


� “Toda persona puede acudir [al hábeas data] para conocer, actualizar, incluir y suprimir o rectificar la información o datos referidos a su persona que se encuentren almacenados o registrados en forma manual, mecánica o informática, en archivos, bancos de datos o registros de entidades públicas o de instituciones privadas que brinden servicio o acceso a terceros”.


� STC Nº 01052-2006-HD, FJ. 2.


� “Se entiende por tutela procesal efectiva aquella situación jurídica de una persona en la que se respetan, de modo enunciativo, sus derechos de libre acceso al órgano jurisdiccional, a probar, de defensa, al contradictorio e igualdad sustancial en el proceso, a no ser desviado de la jurisdicción predeterminada ni sometido a procedimientos distintos de los previstos por la ley, a la obtención de una resolución fundada en derecho, a acceder a los medios impugnatorios regulados, a la imposibilidad de revivir procesos fenecidos, a la actuación adecuada y temporalmente oportuna de las resoluciones judiciales y a la observancia del principio de legalidad procesal penal”.


� STC Nº 00200-2002-AA, FJ. 2. Los extractos subrayados son aquellos que cuestionarían la interposición del HD contra HD. Como explicaremos más adelante, dichas barreras serán sorteadas, corroborando su procedencia.


� STC Nº 03491-2005-HC, FJ. 9.


� STC Nº 03491-2005-HC, FJ. 8.


� Artículo 62 del CPCo.


� STC Nº 04903-2005-HC, FJ. 8.


� “La legitimidad constitucional de una limitación al ejercicio de los derechos fundamentales no se satisface con la observancia del principio de legalidad. Al lado de esta garantía normativa de los derechos fundamentales, el último párrafo del artículo 200 de la Constitución ha establecido la necesidad de que tal restricción satisfaga exigencias de razonabilidad y proporcionalidad” (STC Nº 02235-2004-AA, FJ. 6).


� STC Nº 02235-2004-AA, FJ. 6.


� STC Nº 00050-2004-AI, FJ. 46.


� STC Nº 00048-2004-AI, FJ. 65.1.


� STC Nº 00048-2004-AI, FJ. 65.2.


� STC Nº 00048-2004-AI, FJ. 65.3.


� STC Nº 02016-2004-AA, FJ. 16.


� STC Nº 02868-2004-AA, FJ. 16.


� STC Nº 00004-2004-AI, FJ. 38.
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